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Resol. Serie “B” N° 57
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los treinta y uno días del mes de mayo de dos mil veintiuno, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, como Presidente, y los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Ana Rosa Rodriguez, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Olga Gay de Castellanos y Raúl Romero, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. fs. 29/33 del Expte. Nº 19.586 – Año 2020 – Autos: “Barrionuevo Cristian; Barrionuevo Facundo y otros s.d. Abigeato Agravado e.p. Perez Gallardo Alfredo s/ Deneg. De Excarc. Ordinaria; Deneg. De Excarc. Extraord.; Deneg. De Cambio de Calificativa; Prisión Preventiva – Casación Criminal”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Ana Rosa Rodriguez, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Raúl Romero y Olga Gay de Castellanos. 

El Sr. Vocal, Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, dijo:



Y Visto:



I) Para resolver el recurso de casación interpuesto por el Dr. Roberto Enrique Carabajal, Defensor Auxiliar de la Defensoría Penal Nº 1,  en representación de los Sres. Barrionuevo, Cristian Javier y Barrionuevo, Facundo Néstor a fs. 34/43 vta., en contra de la Resolución de la Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal de fs. 29/33 vta., de fecha 28 de Julio del 2020.---



Y Considerando:



I) Que previo a determinar si corresponde hacer algún tipo de valoración sobre la cuestión de fondo traída a estudio por los recurrentes, se estima pertinente realizar un re – examen en lo que hace a la admisibilidad formal de la vía intentada, para ello se hará una breve reseña de lo actuado.-------------------------------------



II) Que desde fs. 01 a 07 obra la Resolución del Juez de Control y Garantía que no hace lugar al cambio de calificativa, dicta la prisión preventiva y deniega el pedido de excarcelación de los imputados Barrionuevo y Jardines, quedando imputados del delito de abigeato doblemente calificado en perjuicio de Alfredo Perez Gallardo.-------------------------------------------------

III) Que contra dicha resolución, se interpuso Recurso de Apelación a fs. 08/09, el que fue admitido y elevado a la Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal.-

IV) Que como surge de fs. 29/33, dicho Recurso fue rechazado y por ende se confirmó en su totalidad el resolutorio del Juez de Control y Garantía.---------------

V) El Defensor Auxiliar en lo Penal N.º 1, en representación de los encartados Barrionuevo, interpuso el Recurso Extraordinario de Casación contra el pronunciamiento de la Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal obrante a fs. 34/43 vta., aduciendo que el mismo es admisible por encontrarse en juego la libertad del encartado, agraviándose de que la sentencia contiene a su criterio una notoria injusticia, además de ser infundada y presentar una incorrecta valoración de la prueba y de los hechos. Lo agravia de igual forma el entendimiento de que el Aquo realizó un exceso ritual atentando contra la libertad del procesado, ya que ésta se vio afectada por el rechazo de la apelación. Por último tacha de arbitraria la resolución porque fue dictada a su criterio, contrariando la razón lógica – jurídica que prevé tomar en cuenta los considerandos de la misma, para cerrar el razonamiento lógico y conseguir que el auto sea una derivación lógica del derecho, de la razón y de las constancias de la causa. Requiriendo a esta Excma. Sala se case la sentencia,  revoque la prisión preventiva y ordene la excarcelación de sus defendidos.-------------------------------------------

VI) Que la Cámara de Apelaciones y de Control en lo Penal declaró la admisibilidad formal del Recurso de Casación a fs. 47 y vta.----------------------------------



VII) A fs. 53/57 vta el casacionista, se presenta y amplía los fundamentos del recurso extraordinario en estudio desistiendo de la audiencia del art. 491 del C.P.P.---------------------------------------



VIII) A fs. 60/63 obra dictamen fiscal donde requiere que se declare la inadmisibilidad de la casación impetrada por la defensa técnica de los imputados, por entender que  los agravios  aducidos en esta instancia resultan idénticos a los expuestos en la apelación y que la sola mención de garantías de raigambre constitucional es un marco meramente dogmático sin fundamentar la inobservancia normativa alegada. Además tampoco considera que se vislumbra la falta de fundamentación del resolutorio recurrido como sostiene el casacionista.------



IX) El recurso de casación no es un medio ordinario para revisar todas las decisiones de los tribunales de mérito, por lo que este Superior Tribunal de Justicia no tiene por función revisar el acierto o error de las decisiones de los tribunales inferiores vinculadas al material fáctico y probatorio, sino en aquellos supuestos en que la ley lo prevea. Por ello, su competencia queda limitada y circunscripta a resguardar el derecho, ya sea para evitar inobservancia o errónea aplicación del derecho sustancial, o la inobservancia de disposiciones del derecho procesal impuestas bajo pena de nulidad.--------------------------------------------------


En lo que hace a la forma, al hablar de la fundamentación autónoma, se remonta a lejanos precedentes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, donde se  sostuvo, que aquella consiste en que el escrito de interposición del recurso extraordinario traiga un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna. Se insiste en que la fundamentación del recurso no se suple mediante simples remisiones a lo expuesto en anteriores actuaciones, ni con una enunciación genérica o esquemática, que dificulte la comprensión del caso sometido a consideración del órgano jurisdiccional. En el caso de estudio, tal requerimiento no se satisfizo con suficiencia, ya que el recurrente se limitó a resaltar una presunta arbitrariedad del tribunal a quo por inobservancia de la regla de la sana crítica racional y falta de valoración objetiva de las evidencias rendidas. También hace referencia un rigorismo formal sin determinar expresamente en qué habría consistido el mismo, para luego esgrimir anotaciones doctrinarias y jurisprudencial sobre la arbitrariedad de la sentencia y un supuesto apartamiento desmesurado de la sana crítica, pero sin volcar ello a las cuestiones propias de la causa. Es decir, la presentación del recurso no se abastece por sí sola.-----------------------------------------------------

 

Analizadas que fueren las cuestiones, se estima que se encuentran evacuados los extremos requeridos por la norma adjetiva para la procedencia del tratamiento de esta vía impugnativa extraordinaria, ya que se encuentra investida de impugnabilidad objetiva (art. 485), al tratarse de una sentencia que, si bien a prima facie no es definitiva, es ya criterio de esta vocalía, que por ser una resolución en la que se restringió la libertad de una persona, ella es equiparable a una sentencia definitiva, ya que puede resultar de ello un gravamen de imposible, tardía o insuficiente reparación ulterior. Como así también se halla munida de impugnabilidad subjetiva ya que se encuentra legitimado el recurrente para impetrar la vía, además de reunir los requisitos de temporaneidad y de forma, por lo que se declara su admisibilidad formal.-----



X) Adentrándose al tratamiento del presente voto, corresponde resaltar que como ya sostuvo esta Vocalía, “El juzgador no debe perder de vista los distintos matices o avatares del caso concreto, para armonizar el principio constitucional de inocencia, con las facultades de las autoridades competentes de librar órdenes de arresto establecidas en el art. 18 de la C.N. y la razonabilidad del plazo de prolongación de la detención durante la sustanciación del proceso penal.” (ST 24599 S Fecha: 22/11/2011 B.,I.Y.O.s.H.S.e.C.,M. s/ CUADERNILLO DE APELACION EN INCIDENTE DE CESE DE PRISION-CASACION CRIMINAL).------------------------------------------------

 

Con respecto a la prisión preventiva y la arbitrariedad, el caso “Servellón García, y otros vs. Honduras” (Sentencia de 21 de septiembre de 2006), la Corte Interamericana de Derechos Humanos estableció en su párrafo 88 que el artículo 7 de la Convención “consagra garantías que representan límites al ejercicio de la autoridad por parte de agentes del Estado. Esos límites se aplican a los instrumentos de control estatales, uno de los cuales es la detención. Dicha medida estará en concordancia con las garantías consagradas en la Convención siempre y cuando su aplicación tenga un carácter excepcional, respete el principio a la presunción de inocencia y los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad, indispensables en una sociedad democrática” (sic.). Un análisis similar hizo dicho Tribunal en el caso “López Álvarez vs. Honduras” (sentencia de 1 de febrero de 2006 - Fondo, Reparaciones y Costas), al determinar que los límites que rigen la aplicación de cualquier prisión preventiva están marcados por la legalidad, la presunción de inocencia, la necesidad y la proporcionalidad. Asimismo, estableció que la privación de libertad constituye la medida más severa que se puede imponer a un imputado y por tanto debe ser de aplicación excepcional (párrafo 67). De esta manera, la Corte determinó que no es suficiente con que la medida esté prevista y permitida por la ley, sino que se requiere, además, “un juicio de proporcionalidad entre aquélla, los elementos de convicción para dictarla y los hechos que se investigan. Si no hay proporcionalidad, la medida será arbitraria” (cita textual párrafo 68).--------



La prisión preventiva tiene como finalidad la de resguardar el proceso sin interferencia a los fines de poder resolver el conflicto penal y su pretensión punitiva. Cuando estos fines están en riesgo se podrá restringir de modo fundado la libertad del imputado, por períodos razonables de tiempo, para preservar la producción de pruebas o si existe peligro cierto de fuga.----------------
 

En el caso traído a estudio el A quo consideró que existen elementos probatorios que no fueron refutados los que determinaron la calificativa legal agravada de Abigeato. Además sostuvo que existen riesgos procesales y posible entorpecimiento del proceso, motivos suficientes para sostener la inconveniencia de la libertad de los imputados, por lo cual confirmó lo resuelto por el Juez de Control y Garantía.------------------------------------

 

Entonces es esta la instancia en la que deberá evaluarse si la sentencia cuestionada es arbitraria por presentar fundamentación aparente como sostiene el casacionista o si otra causal permite tacharla de esa forma.----------------------------------------------------



Como se observa, el razonamiento realizado por el A quo no presenta vicios lógicos que permitan su invalidación, dado que a partir de lo que se tomó como plataforma fáctica probable en esta etapa del proceso, se la respaldó con material evidencial que la defensa técnica del encartado pudo conocer y cuestionar, asegurando de esa forma el derecho de defensa y el debido proceso legal. Asimismo, ante la congruencia que nutre a la sentencia con la valoración que se realizó de las evidencias colectadas y el sustento legal en la normativa imperante, mal podría concluirse contradicción alguna en el auto resolutivo, o vicio a la sana crítica o arbitrariedad, debiendo rememorar el refrendante que como se dijo en anteriores votos, que la tacha de arbitrariedad “... debe quedar reservada para aquellos supuestos en que exista una carencia total de fundamentación o el apartamiento injustificado de la solución normativa prevista para el caso, convirtiendo al pronunciamiento en un mero acto de voluntad incompatible con la exigencia del adecuado servicio de justicia que garantiza la Constitución Nacional.” (ST 24850 P Fecha: 28/06/2013 GAMIETEA DE SAAVEDRA c/ GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO s/ RECURSO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE PLENA JURISDICCION – RECURSO EXTRAORDINARIO).-------------------



A tenor de lo dicho por el A quo,  no se advierte arbitrariedad alguna en la resolución, ya que su decisorio es congruente con la valoración que realizó de las evidencias rendidas en la causa, siguiendo las reglas de la sana crítica racional, y luego de analizar los argumentos que la parte, hoy recurrente, le presentaba, juzgó que estos no podían prosperar. Asimismo y por las mismas razones se sostiene que tampoco existe una fundamentación aparente, entendiéndose que se está ante ella “cuando el pronunciamiento se apoya en fórmulas vacías de contenido, o que carecen de significación y su argumento no desentraña con suficiente claridad la forma a la que arriba la conclusión, sustentándose en enunciados indeterminados y abstractos.” (ST 23225 S Fecha: 09/05/2007 N.W.M.S.H.S.E.C.L.A. s/ CASACION CRIMINAL).----

Es así que los argumentos esgrimidos por el Tribunal jerárquicamente inferior en materia recursiva a éste, permiten verificar los peligros ciertos de frustración de los fines del proceso (art. 166 inc. 2º, 194, 169), respondiendo la privación de la libertad a un criterio de proporcionalidad con el objeto a tutelar (art. 166 inc. 3º). Además sin entrar a analizar el mérito de la cuestión, ya que ello escapa a la materia del recurso, no puede soslayarse que la Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal al confirmar el dictado de la prisión preventiva, infirió que existen indicios vehementes que sostienen la participación de los Sres. Barrionuevo en la comisión del hecho ilícito (art. 178 inc. 3).------------------------

Queda claro que de esta manera la privación de la libertad tiene naturaleza cautelar y no punitiva, resultando indispensable en la actualidad y al menos por el momento, tal restricción en aras del descubrimiento de la verdad (art. 165), siendo obligación de los magistrados intervinientes una evaluación periódica de las circunstancias que motivaron su dictado, a los efectos de evitar su desnaturalización.-------------------------------

Por todo lo expuesto, doctrina y jurisprudencia citada, y oído el Fiscal General del Ministerio Público, Voto por: I) NO HA LUGAR al Recurso de Casación interpuesto por la Defensa Técnica de los Sres. Barrionuevo, Cristian Javier y Barrionuevo, Facundo Néstor. II) En su consecuencia, CONFIRMAR la resolución de la Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal de fecha 28 de Julio del 2020.----------------------------------------


A estas mismas cuestiones, el Dr.Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, emitiendo su voto en idéntico sentido. 



A las mismas cuestiones, la Dra. Ana Rosa Rodríguez, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Ana Rosa Rodriguez -Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero, treinta y uno de mayo año dos mil veintiuno.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) NO HA LUGAR al Recurso de Casación interpuesto por la Defensa Técnica de los Sres. Barrionuevo, Cristian Javier y Barrionuevo, Facundo Néstor. II) En su consecuencia, CONFIRMAR la resolución de la Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal de fecha 28 de Julio del 2020. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Ana Rosa Rodriguez -Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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